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“LXIV LEGISLATURA DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO” 

 
 

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DE ASUNTOS DE 

FAMILIA RELATIVO A UNA INICIATIVA PARA REFORMAR DISPOSICIONES 

DE LA LEY INTEGRAL PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL 

ESTADO DE CAMPECHE. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia le fue turnada la 

documentación que integra el expediente legislativo INI/275/LXIV/03/23, relativo a 

la Iniciativa para reformar el párrafo primero y las fracciones I y II del artículo 18 de 

la Ley Integral para las Personas con Discapacidad del Estado de Campeche. 

  

Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 31, 32, 42 y 44 de 

la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, este Órgano Colegiado emite el 

presente dictamen para que sea puesto a consideración del Pleno, de conformidad 

con la siguiente 

 

METODOLOGÍA 

 

Atendiendo a lo ordenado por el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 

del Estado, en lo que respecta a la obligación de redactar dictámenes claros y 

sencillos, sin dejar de observar los motivos, fundamentos jurídicos, así como la 

forma en que deben estar estructurados los dictámenes, es que por cuestión de 

orden del documento, se propone una metodología dividida en las fases siguientes: 

 

Un apartado de ANTECEDENTES, en el que se hará referencia de forma expositiva 

al trámite del proceso legislativo en Comisiones. 

 

Un apartado de SENTIDO DEL DICTAMEN, en el que se apreciará la decisión 

última de este Órgano Parlamentario, ya sea por unanimidad o por mayoría 

determinando si es procedente o no la iniciativa examinada y de ser el caso, la 

propuesta que corresponda. 

Expediente N°: INI/275/LXIV/03/23. 

 
Asunto: Iniciativa para reformar el párrafo primero y 

las fracciones I y II del artículo 18 de la Ley Integral 
para las Personas con Discapacidad del Estado de 
Campeche. 
 
Promovente: Dip. Jorge Luis López Gamboa del 

grupo parlamentario del Partido MORENA. 
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Un apartado de CONSIDERACIONES, en el que se podrán advertir los motivos y 

fundamentos jurídicos que sostienen el sentido de este Dictamen, que a su vez, 

generan convicción en los integrantes de este Órgano Colegiado sobre la 

procedencia de la iniciativa, ya sea en sus términos o con modificaciones. 

 

Un apartado de DECRETO, en el que atendiendo a lo previsto por el artículo 79 de 

la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, se hará la propuesta de redacción 

de Decreto que, en su caso, reforme, derogue o adicione disposiciones a la ley 

secundaria de que se trata. 

 
ANTECEDENTES 

 
1.- El 3 de marzo de 2023, el diputado Jorge Luis López Gamboa del grupo 

parlamentario del Partido Morena presentó una Iniciativa para reformar el párrafo 

primero y las fracciones I y II del artículo 18 de la Ley Integral para las Personas con 

Discapacidad del Estado de Campeche. 

 

2.- A dicha promoción se le dio lectura en sesión del día 7 del mismo mes y año, 

turnándose a la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia para su 

estudio y dictamen. 

  
3.- El 11 de mayo de 2023 la Presidencia de la Comisión de Derechos Humanos y 

de Asuntos de Familia convocó a sus integrantes para reunión de trabajo a 

celebrarse en este día con el objeto de poner en estado de resolución la iniciativa 

en mención. 

 

4.- En ese estado procesal, este Órgano Parlamentario determina el siguiente  

 

SENTIDO DEL DICTAMEN 

 

Primero. Es procedente la iniciativa para reformar disposiciones de la Ley Integral 

para las Personas con Discapacidad del Estado de Campeche, de conformidad con 

los motivos y fundamentos expresados en las consideraciones de este dictamen. 
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Segundo. En su oportunidad, comuníquese a la Presidencia de la Mesa Directiva 

en turno para la continuación de su trámite legislativo en términos de ley. 

 

 CONSIDERACIONES 

 

Primera. Competencia de la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de 

Familia 

 

Esta Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia es competente para 

conocer, estudiar, resolver y emitir el presente dictamen de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 31, 32, 33, 34 y 42 de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado. 

 

Disposiciones de las que se infiere que las comisiones ordinarias elaborarán 

dictámenes, informes y opiniones, respecto de los asuntos que se les turnan, y 

ejercen las facultades de información, control y evaluación que les correspondan. 

 

Además de que las competencias de las comisiones ordinarias conciernen en lo 

general a sus respectivas denominaciones; en su caso, corresponden a las 

atribuidas a cada una de las dependencias y entidades de la administración pública 

estatal, a los órganos constitucionales autónomos, a las dependencias y entidades 

de las administraciones municipales, o a cualquier otro ente público estatal según 

el instrumento de su creación. 

 

Luego entonces, al encontrarse la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos 

de Familia entre las comisiones ordinarias enumeradas en el artículo 34 de la ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado, es que se actualiza su competencia para 

poner en estado de resolución el asunto que nos ocupa. 

 

Segunda. Facultad del promovente 

 

Sobre este aspecto, el artículo 46 de la Constitución Política del Estado de 

Campeche, permite que varios sujetos plenamente determinados cuenten con 

derecho para iniciar leyes o decretos, destacando, naturalmente, las y los diputados 

del Honorable Congreso del Estado. 
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De forma tal que, si la iniciativa a resolver fue presentada por el diputado Jorge Luis 

López Gamboa integrante del grupo parlamentario del Partido Morena en la LXIV 

Legislatura, es indudable que la propuesta que dieron origen a este dictamen es 

legítima por haber sido instada por sujeto con reconocimiento constitucional para 

iniciar leyes. 

 

Tercera. Voluntad del promovente[RASE1] 

 

Para determinar estos aspectos es necesario distinguir cada uno de los puntos que 

el promovente propone, así como las razones en que sostiene su procedencia a 

partir del estudio de la iniciativa, en términos de la siguiente ilustración: 

 

Propuesta del diputado del Partido Morena 

Texto vigente Texto propuesto 

ARTÍCULO 18.- Corresponde a la 

Secretaría de Trabajo y Previsión 

Social, promover el derecho al trabajo y 

empleo de las personas con 

discapacidad de forma accesible en 

igualdad de oportunidades y equidad, 

que les otorgue certeza en su desarrollo 

personal, social y laboral. Para tal 

efecto, realizará las siguientes 

acciones: 

 

I. Verificar, prohibir y sancionar 

cualquier tipo de discriminación 

por motivo de discapacidad en la 

selección, contratación, 

remuneración, tipo de empleo, 

reinserción, continuidad, 

capacitación, liquidación laboral, 

promoción profesional y 

asegurar condiciones de trabajo 

Artículo 18.- Corresponde a la 

Subsecretaría de Trabajo y Previsión 

Social, promover el derecho de las 

personas con discapacidad al trabajo 

digno y empleo, en igualdad de 

oportunidades y equidad, de manera 

de que se les otorgue certeza en su 

desarrollo personal, social y laboral. 

Para tal efecto, realizará las siguientes 

acciones:  

 

I. Verificar, prohibir y sancionar 

cualquier tipo de discriminación 

por motivo de discapacidad en la 

selección, contratación, 

remuneración, tipo de empleo, 

reinserción, continuidad, 

capacitación, liquidación laboral, 

promoción profesional, 

asegurando condiciones de 



 
 
 

5 
 

accesibles, seguras y 

saludables, mediante las 

respectivas inspecciones y 

sanciones que le faculta la Ley 

de la materia; 

II. Diseñar, ejecutar, evaluar y 

promover políticas públicas para 

la inclusión laboral de las 

personas con discapacidad en 

los sectores público y privado 

atendiendo al sistema de 

identificación y atención de las 

personas con discapacidad; 

 

III.a VIII. ……………… 

trabajo accesibles, seguras y 

saludables, mediante las 

respectivas inspecciones y 

sanciones que le faculta la Ley de 

la materia; 

 

II. Diseñar, ejecutar, evaluar y 

promover políticas públicas para la 

inclusión laboral de las personas 

con discapacidad atendiendo a 

sus competencias laborales, en 

los sectores público y privado, de 

modo que se proteja la 

capacitación, el empleo digno, la 

contratación y los derechos 

laborales, en su caso, de las 

personas con discapacidad.  

 

III. a    VIII. ………[RASE2] 

 

 

 

De dicha ilustración se infiere el interés del legislador promovente de reformar el 

párrafo primero y las fracciones I y II del artículo 18 de la Ley Integral para las 

Personas con Discapacidad del Estado de Campeche, con el propósito de prever 

que será competencia de la Subsecretaría de Trabajo y Previsión Social promover 

el derecho de las personas con discapacidad al trabajo digno, así como diseñar, 

ejecutar, evaluar y promover políticas públicas atendiendo a sus competencias 

laborales, de modo que se proteja la capacitación, el empleo digno, la contratación 

y los derechos laborales de este sector vulnerable de la población.  

 

 

Cuarta. Declaración de competencia del Congreso Local y decisión de la 

Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia 
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Respecto a la competencia del Congreso para legislar en materia de trabajo digno 

en favor de las personas con discapacidad, esta competencia se encuentra 

reconocida en el artículo 54 fracción IV de la Constitución Política del Estado, que 

establece entre las facultades del Congreso legislar en todo lo concerniente a la 

administración pública del Estado, así como expedir los códigos, leyes y decretos 

que sean necesarios en materias civil, penal, administrativa, fiscal, hacendaria y 

demás ramas del derecho para hacer efectivas las facultades otorgadas por esta 

Constitución a los Poderes del Estado, los Gobiernos de sus Municipios y los 

órganos constitucionales autónomos estatales, con estricto respeto a las 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo 

particular a las que establecen facultades legislativas exclusivas del Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos y de sus Cámaras de Senadores y de 

Diputados.  

 

Adicionalmente resulta preciso destacar que la competencia para legislar en esta 

materia la detenta el Congreso del Estado, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 

3 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad que a la 

letra expresa: 

 

“Artículo 3. La observancia de esta Ley corresponde a las dependencias, entidades 

paraestatales y órganos desconcentrados de la Administración Pública Federal, 

organismos constitucionales autónomos, Poder Legislativo, Poder Judicial, el 

Consejo, a los Gobiernos de las Entidades Federativas y de los Municipios, en 

el ámbito de sus respectivas competencias, así como a las personas físicas o 

morales de los sectores social y privado que presten servicios a las personas con 

discapacidad.” 

 

Ordenamiento de carácter general cuyo objeto es reglamentar en lo conducente, el 

artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

estableciendo las condiciones en las que el Estado deberá promover, proteger y 

asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales de 

las personas con discapacidad, asegurando su plena inclusión a la sociedad en un 

marco de respeto, igualdad y equiparación de oportunidades. 
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Es por ello que de manera enunciativa y no limitativa, esa Ley General reconoce a 

las personas con discapacidad sus derechos humanos y mandata el 

establecimiento de las políticas públicas necesarias para su ejercicio. 

 

Por ende, en aras de asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos de las 

personas con discapacidad es que este órgano legislativo se pronuncia a favor de 

la promoción del derecho al trabajo digno de este grupo social vulnerable, en el 

entendido que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 

conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad, no estando exceptuado el Congreso Local de la observancia de este 

mandato constitucional previsto en el artículo 1° de la Carta Magna federal. 

 

Sobre todo porque es la propia Constitución Política de los Estado Unidos 

Mexicanos la que reconoce en su artículo 5° que a ninguna persona podrá impedirse 

que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo 

lícitos.  

 
Además que en su artículo 123 señala que toda persona tiene derecho al trabajo 

digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la 

organización social de trabajo, conforme a la ley. 

 

Luego entonces es insoslayable que toda persona tiene derecho al trabajo, pues 

este es la base para la realización de otros derechos humanos y para una vida en 

dignidad en la sociedad, pues incluye la oportunidad de ganarse la vida mediante 

un trabajo libremente escogido o aceptado. 

 

Es por ello que en la realización progresiva de este derecho, el Estado está obligado 

a asegurar la disponibilidad de orientación técnica y profesional, y a tomar las 

medidas apropiadas para crear un entorno propicio para que existan oportunidades 

de empleo productivo, garantizando la no discriminación en relación con todos los 

aspectos del trabajo. 
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En ese tenor es de señalarse que el derecho al trabajo es un derecho humano 

fundamental reconocido en diversos instrumentos internacionales, entre los que se 

encuentran: 

 

I.- La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, que es considerada el 

fundamento de las normas internacionales sobre derechos humanos, en cuyo 

artículo 23 señala: 

 

“Artículo 23. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, 

a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el 

desempleo. 

 

Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo 

igual. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y 

satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la 

dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros 

medios de protección social.” 

 

II.- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que 

recoge el Derecho al Trabajo como uno de los Derechos económicos, sociales y 

culturales, en su artículo 6 y 7, que señalan al respecto: 

 

“Artículo 6. 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que 

comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida 

mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas 

adecuadas para garantizar este derecho. 

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el 

presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la 

orientación y formación técnico profesional, la preparación de programas, normas y 

técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural 

constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las 

libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana.  

https://es.wikipedia.org/wiki/Igual_salario_por_trabajo_igual
https://es.wikipedia.org/wiki/Igual_salario_por_trabajo_igual
https://es.wikipedia.org/wiki/Pacto_Internacional_de_Derechos_Econ%C3%B3micos,_Sociales_y_Culturales
https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_econ%C3%B3micos,_sociales_y_culturales
https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_econ%C3%B3micos,_sociales_y_culturales
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Artículo 7. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le 

aseguren en especial: 

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 

i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de 

ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones 

de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo 

igual; 

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme 

a las disposiciones del presente Pacto; 

b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la 
categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los 
factores de tiempo de servicio y capacidad; 

d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de 

trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los 

días festivos 

De lo anterior se advierte que en virtud del derecho internacional, todos los Estados 

tienen la obligación directa de generar las condiciones necesarias para garantizar a 

todas las personas el acceso al derecho al trabajo digno, sin ninguna discriminación. 

 

Adicionalmente, si el ejercicio de los derechos humanos no estuviese garantizado 

en las legislaciones de los países, los Estados están obligados a adoptar todas las 

medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacerlos 

efectivos. 

 

De ahí la relevancia de incorporar al marco normativo local disposiciones orientadas 

a garantizar el derecho humano al trabajo digno de las personas discapacitadas 

atendiendo a sus competencias laborales, ponderando la capacitación, el empleo 

digno, la contratación y los derechos laborales de las personas con discapacidad.  

 

Aunado a que con ello se homologa la Ley Integral para las Personas con 

Discapacidad del Estado de Campeche de conformidad con las disposiciones 
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contenidas en las fracciones I y II del artículo 11 de la Ley General para la Inclusión 

de las Personas con Discapacidad. 

 

Razón por la cual este órgano de dictamen sugiera a la Asamblea Legislativa 

manifestarse a favor de la iniciativa para reformar el párrafo primero y las fracciones 

I y II del artículo 18 de la Ley Integral para las Personas con Discapacidad del Estado 

de Campeche. 

 

 

Quinta. Análisis de la redacción normativa  

 

En este apartado se hace preciso destacar lo siguiente: 

 

El pasado 9 de septiembre de 2021, mediante Decreto número 253 la LXIII 

Legislatura del Congreso del Estado, expidió una nueva Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de Campeche, que fue publicada en el Periódico 

Oficial del Estado el 14 de septiembre de 2021. 

Dicho ordenamiento jurídico tiene por objeto regular el ejercicio de las facultades y 

atribuciones que corresponden al Poder Ejecutivo del Estado, así como establecer 

las bases para la organización, funcionamiento y control de la Administración 

Pública del Estado de Campeche. 

Y entre las novedades de esa legislación secundaria se encuentra la delimitación 

del despacho de los asuntos de la Secretaría de Gobierno, entre los que destacan: 

Implementar la Política Estatal en Derechos Humanos cumpliendo los preceptos 

convencionales, constitucionales federales y locales por parte de las autoridades de 

la Administración Pública en lo que se refiere a la promoción, respeto, protección y 

garantía de los derechos humanos, dictando las medidas administrativas que se 

requieran para su cumplimiento; Formular y conducir la política laboral en el Estado 

conforme a lo establecido en el Plan Estatal de Desarrollo y acorde a la legislación 

y normatividad vigente en la materia, sin menoscabo de las atribuciones 

constitucionales conferidas en materia laboral al Poder Judicial del Estado; 

Coadyuvar con las autoridades competentes, en la vigilancia y aplicación de las 

disposiciones contenidas en el artículo 123 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como las aplicables en el ámbito estatal de la Ley 
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Federal del Trabajo y sus Reglamentos; Dirigir y coordinar a las procuradurías 

locales de la Defensa del Trabajo del Estado y de la Defensa de los Trabajadores 

al Servicio del Estado y Municipios, así como vigilar su correcto funcionamiento; 

Instrumentar políticas y acciones que mejoren las condiciones laborales de las 

mujeres, los menores y los grupos en situación de vulnerabilidad en el Estado, así 

como vigilar la aplicación de la legislación laboral para la promoción y protección de 

esos derechos; Formular, fomentar, coordinar y ejecutar políticas y programas en 

materia laboral en el Estado tendientes a la protección y mejoramiento de las 

condiciones laborales de los trabajadores; Promover y procurar el equilibrio de los 

factores de la producción, teniendo como eje rector el impulso de una cultura laboral 

basada en el diálogo y la concertación, de conformidad con las disposiciones legales 

aplicables; Coadyuvar con las autoridades federales en la aplicación y vigilancia de 

las normas de trabajo y poner a su disposición la información que soliciten para el 

cumplimiento de sus funciones, enfatizando la vigilancia del cumplimiento para que 

Empresas y Patrones en la Entidad, otorguen el derecho de Seguridad Social y 

Vivienda al trabajador; Promover y aplicar los programas y normas que determinen 

la estrategia y el desarrollo de la productividad, la capacitación, el adiestramiento y 

la seguridad e higiene en el trabajo que requieran los sectores productivos del 

Estado, en coordinación con la autoridad federal del trabajo y con la participación 

de los sectores patronal, de los trabajadores, académicos y profesionales de la 

sociedad que inciden en este ámbito con los Organismos Centralizados y las 

Entidades Paraestatales; Vigilar que los centros de trabajo, de circunscripción local 

y en el ámbito de su competencia, cumplan con las disposiciones legales en materia 

laboral; Realizar las recomendaciones necesarias e imponer las sanciones 

administrativas procedentes; Apoyar y fomentar relaciones con asociaciones obrero 

patronales del Estado, procurando la conciliación de sus intereses; Organizar y 

coordinar la impartición de la justicia laboral a través de las Juntas Locales de 

Conciliación y Arbitraje y Especiales del Estado hasta su desaparición, y al Tribunal 

Estatal de Conciliación y Arbitraje, sin perjuicio de su autonomía respecto de las 

resoluciones que al efecto emitan y supervisar el cumplimiento de la normatividad 

por parte de dichos tribunales fomentando la conciliación entre las partes, de 

conformidad con la legislación en materia laboral; Tramitar lo referente a 

nombramientos, remociones, licencias y renuncias de las personas titulares de las 

Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje y Especiales del Estado hasta su 

desaparición y Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje; Llevar el registro de las 
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asociaciones obreras, patronales y profesionales de jurisdicción Estatal; Promover 

la organización de sociedades cooperativas y demás formas de organización social 

para el trabajo, en coordinación con la Secretaría de Trabajo del Poder Ejecutivo 

Federal; Proponer y ejecutar los convenios y acuerdos que en materia de trabajo 

firme el Ejecutivo Estatal con la Federación; Coadyuvar con la Dependencia Federal 

correspondiente en la formulación y promulgación de contratos-ley, tratándose de 

empresas de jurisdicción local; Formular y proponer a la Secretaría de 

Modernización Administrativa e Innovación Gubernamental y a la Secretaría de 

Administración y Finanzas, ambas de la Administración Pública Estatal, en sus 

respectivas competencias, los programas en materia de trabajo, previsión social, 

protección y fomento al empleo, mismos que podrá ejecutar con la participación de 

los tres órdenes de gobierno y de los sectores social y privado; Integrar las 

estadísticas generales correspondientes a la materia del trabajo, coordinándose con 

las autoridades competentes de la Administración Pública Estatal a efecto de 

sistematizar y homologar los criterios para el procesamiento de la información; 

Coordinar la elaboración de un Programa Estatal de Capacitación, a través del 

Sistema Estatal de Capacitación Laboral, que incluya los programas de las distintas 

instancias de gobierno e instituciones educativas, para alinearlos a las vocaciones 

económicas locales; Participar en la integración y funcionamiento de los organismos 

estatales encargados de la capacitación y adiestramiento y de la seguridad e higiene 

en el trabajo; Intervenir, a petición de parte, en la revisión de los contratos colectivos 

de trabajo; Revisar y proponer a la Gobernadora o el Gobernador del Estado la 

actualización del marco normativo laboral en el Estado; Fomentar y apoyar la 

organización social para el trabajo y el autoempleo. 

 

Atribuciones todas en materia de trabajo que le fueron conferidas a la Secretaría de 

Gobierno del Estado, tras la desaparición en términos de ley, de la extinta Secretaría 

del Trabajo y Previsión Social, con motivo de la reestructuración administrativa de 

las dependencias y entidades de la administración pública estatal ordenada por la 

nueva Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de la  que se ha hecho 

mención. 

 

Luego entonces, los integrantes de la comisión dictaminadora proponen realizar 

adecuaciones al proyecto de decreto original, consistentes en establecer que 

corresponderá a la Secretaría de Gobierno realizar las acciones para promover el 
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derecho al trabajo digno de las personas con discapacidad, por encontrarse entre 

sus atribuciones el instrumentar políticas y acciones que mejoren las condiciones 

laborales de las mujeres, los menores y los grupos en situación de vulnerabilidad 

en el Estado, así como vigilar la aplicación de la legislación laboral para la 

promoción y protección de esos derechos, lo anterior de conformidad con lo 

dispuesto en la fracción XLIV del artículo 27 de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública del Estado de Campeche, en vigor. 

 

De manera tal que en términos de lo dispuesto en el artículo 4 fracción IX del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno de la Administración Pública del 

Estado de Campeche, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 31 de marzo 

de 2022, dicha  atribución que se le confiere a la Secretaría en mención, consistente 

en promover el derecho de las personas con discapacidad al trabajo digno, deberá 

realizarla por conducto de la Subsecretaría de Trabajo y Previsión Social o, en su 

caso, por el área que considere pertinente atendiendo a la estructura orgánica 

prevista en su Reglamentación Interna.   

 
Sexta.- Impacto Presupuestal 

 

Que por cuanto a las disposiciones del artículo 23 de la Ley de Disciplina Financiera 

y Responsabilidad Hacendaria del Estado de Campeche y sus Municipios, así como 

por lo previsto en el artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 

Federativas y los Municipios, los objetivos y alcances de las reformas propuestas, 

no presuponen impacto presupuestal alguno adicional a los ya previstos en la Ley 

de Presupuesto de Egresos del Estado de Campeche para el ejercicio fiscal 2023, 

condición jurídica que hace viable la aprobación de la iniciativa que nos ocupa.  

 

Bajo este orden de consideraciones se propone el siguiente proyecto de  

 
DECRETO 

La LXIV Legislatura del Congreso del Estado de Campeche decreta: 

 
Número________ 
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ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el párrafo primero y las fracciones I y II del artículo 

18 de la Ley Integral para las Personas con Discapacidad del Estado de Campeche, 

para quedar como sigue: 

 

ARTÍCULO 18.- Corresponde a la Secretaría de Gobierno, promover el derecho 

de las personas con discapacidad al trabajo digno y empleo, en igualdad de 

oportunidades y equidad, de manera de que se les otorgue certeza en su desarrollo 

personal, social y laboral. Para tal efecto, realizará las siguientes acciones:  

 

I. Verificar, prohibir y sancionar cualquier tipo de discriminación por motivo 

de discapacidad en la selección, contratación, remuneración, tipo de 

empleo, reinserción, continuidad, capacitación, liquidación laboral, 

promoción profesional, asegurando condiciones de trabajo accesibles, 

seguras y saludables, mediante las respectivas inspecciones y sanciones 

que le faculta la Ley de la materia; 

 

II. Diseñar, ejecutar, evaluar y promover políticas públicas para la inclusión 

laboral de las personas con discapacidad atendiendo a sus 

competencias laborales, en los sectores público y privado, de modo 

que se proteja la capacitación, el empleo digno, la contratación y los 

derechos laborales, en su caso, de las personas con discapacidad.  

 

III. a    VIII. … 

 

TRANSITORIOS 

 
Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 

publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

 

Artículo Segundo. La Secretaría de Gobierno de la Administración Pública Estatal, 

por conducto de la Subsecretaría de Trabajo y Previsión Social realizará las 

acciones correspondientes para el debido cumplimiento de este decreto. 

 

Artículo Tercero. Se derogan las disposiciones legales y reglamentarias en lo que 

se opongan al presente decreto.  
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ASÍ LO RESUELVE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DE ASUNTOS 
DE FAMILIA, EN EL PALACIO LEGISLATIVO DE LA CIUDAD DE SAN 
FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE, A LOS DOCE DÍAS DEL MES DE 
MAYO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 

 
 
 
 

Dip. Jorge Pérez Falconi. 
Presidente 

 
 

 
 

 
Dip. Landy María Velásquez May. 

Secretaria 

 

 

 
 

Dip. Laura Baqueiro Ramos. 
Primera Secretaria 

 
 

 
 

Dip. Teresa Farías González. 
Segunda Secretaria 

 
 

Dip. José Héctor Hernán Malavé Gamboa. 
Tercer Secretario 

 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Nota: Esta hoja corresponde a la última página del expediente legislativo número INI/275/LXIV/03/23, relativo a la Iniciativa 
para reformar el párrafo primero y las fracciones I y II del artículo 18 de la Ley Integral para las Personas con Discapacidad 
del Estado de Campeche, promovida por el Dip. Jorge Luis López Gamboa del grupo parlamentario del Partido MORENA. 
 


